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capítulo octavo
el compliance y el derecho de la competencia1
aNdréS Barreto goNzález2
reSumeN
Los programas de cumplimiento (compliance) en materia de 
competencia aún no son una realidad jurídica en el país. 
En el ámbito colombiano, y de cara al sobreviniente estatus 
jurídico de Estado miembro de la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económicos (ocde), la autoridad de 
competencia debe liderar la construcción e implementación 
de la guía que señale las pautas necesarias dirigidas a las 
entidades que quieran cumplir con la ley de manera efecti-
va, por lo que la construcción colectiva de normativas son 
el camino más efectivo para seguir fortaleciendo el régimen 
de libre competencia económica en Colombia. 
La implementación de medidas de cumplimiento (com-
pliance) para los agentes económicos del siglo xxI, además 
de ser una necesidad, es un interés, pues a estos no les es 
suficiente el cumplimiento de la ley, sino que van más allá 
del formalismo, implementando una verdadera cultura 
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empresarial fundamentada en la ética. Estos principios me-
jorarán la competitividad no solo de las empresas, sino del 
mercado en general, satisfaciendo así el propósito general 
del régimen jurídico del derecho de la competencia.
Palabras clave: autoridad de competencia, régimen de 
libre competencia, políticas de cumplimiento, programas, 
compliance, responsabilidad jurídica, ética empresarial, de-
recho de la competencia.
aBStract
Compliance programs in competition law are still not a 
reality in Colombia. Bearing in mind that the country is an 
overcoming member of the oecd, the competition author-
ity should be the one that encourages the construction and 
implementation of guidelines and policies in order for 
businesses to comply effectively with the law, as well as to 
strengthen the free market, the economic liberties, and the 
legal framework of competition.
The implementation of effective compliance programs 
for the economic agents in the 21st Century is not only 
a necessity, but it is also a true interest. The actors in the 
market are not only willing to comply with the law, but 
also to pursue a corporative culture based on ethics. These 
principles help to improve competitiveness and create a 
healthy market, by satisfying the purposes of the legal 
competition framework.
Keywords: competition authority, free market, compli-
ance, programs, guidelines, criminal responsibility, account-
ability, ethics and business, competition law. 
INtroduccIóN
El Estado influye de manera positiva o negativa en la auto-
nomía de la voluntad, la libertad de empresa y la economía 
de mercado. El Estado de derecho se transformó en 1991 en 
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un Estado social de derecho, en el que el ciudadano en su 
papel de empresario, comerciante y consumidor se convier-
te en protagonista del desarrollo económico de la nación.
La Constitución Política de Colombia, tras una construc-
ción republicana y de siglo xx, recogió en 1991 la idea de 
que la ley regularía la libre competencia económica3. En este 
sentido, el artículo 333 constitucional señaló que:
[…] La actividad económica y la iniciativa privada son libres, 
dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie 
podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de 
la ley. La libre competencia económica es un derecho de todos 
que supone responsabilidades […].
Así las cosas, y cimentado en el equilibrio que debe exis-
tir entre derechos y deberes, puede identificarse que en 
Colombia existen tres libertades íntimamente ligadas con 
la libre competencia: 1) la libertad para escoger actividad, 
2) la libertad para la entrada y salida de los mercados y 3) 
la libertad de realizar las operaciones de la manera en que 
se considere que mejor se satisface a los clientes.
En esencia, la libre competencia procura: 1) mejorar la 
eficiencia del aparato productivo, 2) lograr libre acceso a 
mercados de bienes y servicios, 3) que las empresas pue-
dan participar libremente en los mercados y 4) que exista 
variedad de precios y calidades de bienes y servicios. 
Para garantizar la libertad de empresa, el desarrollo de 
los mercados, el avance económico y un nivel adecuado 
de industrialización e innovación, se requiere de una libre 
3 En efecto, con antelación a la Constitución Política de 1991, precisamente desde 
1959, con la Ley 155 se consagró en la legislación colombiana la prohibición 
general de celebrar acuerdos o convenios que directa o indirectamente tengan 
por objeto limitar la producción, abastecimiento, distribución o consumo de 
materias primas, productos o servicios nacionales o extranjeros.
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competencia que permita avanzar en la obtención de resul-
tados ante estos desafíos.
Para ello, una de las instituciones transversales de mayor 
importancia es la Superintendencia de Industria y Comercio 
(SIc). Esta entidad de la rama ejecutiva en su papel de policía 
administrativa ejerce funciones de inspección, vigilancia y 
sanción a las infracciones al régimen de libre competencia, 
pero también está llamada a alertar de manera temprana 
las posibles distorsiones que se generen en materia de 
libre competencia. Por eso también cuenta con facultades 
de control previo como lo son las funciones de abogacía de 
la competencia y las autorizaciones de integraciones em-
presariales.
De cara al ingreso de Colombia como Estado miembro 
de pleno derecho a la ocde, la SIc ejerce una función técnica 
y jurídica de la mayor importancia, por lo que debe refinar 
sus herramientas de gestión e implementar mecanismos 
que estén a tono con las mejores prácticas internacionales 
para que sirvan al doble propósito de prevenir y sancionar. 
Por eso se considera que el cumplimiento (compliance) no es 
una mera idea subjetiva de reputación o publicidad, sino 
que reviste un alto estándar de compromiso corporativo, 
normativo, conductual, social y económico, el cual a su 
vez deberá ser orientado, vigilado y exigido por el Estado.
La implementación de adecuados programas y políticas 
de cumplimiento dará garantía de observancia legal, pero 
además permitirá que la interacción sea más transparente 
entre los gobiernos y los privados, contribuyendo así en la 
construcción colectiva de normas e instituciones que darán 
más garantía de formalidad, legalidad y cumplimiento, en 
un ejercicio de construcción de confianza colectiva.
En este contexto se espera, por el bien de la libre empresa 
y la libertad de competencia, 1) que se pueda volver obli-
gatoria la abogacía de la competencia; 2) que se fortalezcan 
los programas de delación en el marco de los beneficios 
por colaboración; 3) que se logre una adecuada indemni-
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zación de perjuicios, pero, sobre todo, 4) que se alcance la 
expansión de una cultura empresarial de cumplimiento de 
normas, buenas prácticas empresariales y vigilancia estatal 
mediante la figura del cumplimiento (compliance).
Así, el objetivo de este capítulo es realizar un primer 
acercamiento a la importancia de la implementación de los 
programas de cumplimiento en materia de libre compe-
tencia económica en Colombia y proponer el uso de estos 
como una herramienta preventiva de comportamientos que 
pueden resultar lesivos del régimen de protección de la 
competencia colombiano. Así mismo se pretende abordar 
la función que debe cumplir la autoridad de competencia 
en la implementación, conocimiento y utilización de esta 
nueva herramienta. 
I. el recorrIdo de loS programaS de 
cumplImIeNto (compliance)
Los programas de cumplimiento o compliance tienen su 
origen en los Estados Unidos. Empezaron a aplicarse a 
finales de los años cincuenta, pero no se desarrollaron de 
forma notoria hasta los años setenta a raíz de los grandes 
escándalos de corrupción de la época, como fueron los 
denominados Watergate y Lockheed, inter alia, que provo-
caron un paulatino interés por la ética, la honestidad y la 
transparencia dentro de las relaciones comerciales. La ética 
en los negocios se manifestó en ese momento como una 
necesidad, lo que se puso de presente con la promulgación 
de la Foreign Corrupt Practices Act (fcpa) (Ascom, 2016).
En pleno siglo xxI, la ética empresarial cobró gran im-
portancia y pasó a ser uno de los grandes temas para tener 
en cuenta por las empresas en su práctica comercial, como 
elemento en la toma de decisiones y de mejora en su repu-
tación. La sociedad exigía a las empresas que se compor-
taran de forma transparente, que se comprometieran con 
214
el desarrollo de sus entornos sociales y económicos y que 
fueran honestas y responsables en sus comportamientos. 
Por esta razón, y tras una serie de escándalos financieros 
con repercusión global4, el presidente George W. Bush pro-
mulgó la Sarbanes-Oxley Act de 2002 con el objeto de mejo-
rar la protección de los inversionistas. Esta ley establece una 
serie de medidas respecto de la información financiera di-
vulgada por las empresas, como por ejemplo la creación de 
una junta de supervisión o la independencia de los auditores 
y oficiales de cumplimiento (Wolters, 2016).
La adopción de un programa de cumplimiento implica 
la implementación de los instrumentos, prácticas y proce-
dimientos necesarios para detectar, prevenir y mitigar los 
riesgos de que se cometan prácticas restrictivas de la com-
petencia y de los delitos cometidos por los representantes 
legales o los empleados.
En el ámbito colombiano, y ante la ausencia de la res-
ponsabilidad penal de las personas jurídicas, el uso de los 
programas de cumplimiento en el contexto del derecho de 
la competencia debería rendir sus frutos en la lucha contra 
los carteles, entendidos como acuerdos entre empresas 
claramente anticompetitivos que tienen efectos negativos 
tanto para el mercado como para el consumidor.
La concertación defraudadora y el secretismo de los 
cartelizados hacen difícil su detección, y hasta ahora la única 
herramienta que ha demostrado ser eficaz en su desarticula-
ción han sido los programas de beneficios por colaboración. 
Estos programas permiten a las empresas involucradas en 
un cartel comunicar la existencia de este a la autoridad de 
competencia para obtener a cambio una exención o reduc-
ción en el pago de la multa.
4 Algunos de los más sonados son Enron, Tyco Internacional, WordCom o 
Peregrine Systems, entre otros.
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El problema de los programas de beneficios por colabo-
ración (delación) es que se aplican de manera posterior a 
la comisión de la infracción, y por tanto no pueden evitar 
algunos de sus efectos. Es allí donde los efectos de los 
programas de cumplimiento (compliance) pueden ser una 
solución de carácter preventivo que puede ayudar a las 
empresas a evitar infracciones futuras. 
No obstante, la implementación del compliance en el de-
recho de la competencia no cuenta todavía con un régimen 
jurídico propio, por lo que se puede anticipar que, junto con 
la discusión de inhabilidades para contratar, la responsabi-
lidad penal de las personas jurídicas y el endurecimiento 
de penas por corrupción, que son discusiones jurídicas en 
boga en Colombia, abrir la discusión sobre los programas 
de cumplimiento parece oportuno.
Los programas de cumplimiento deben obedecer a unos 
contenidos reglados y señalados por la ley que sean defi-
nidos por la autoridad de competencia. Así mismo, estos 
se deberán diseñar a partir de las particularidades de cada 
agente del mercado, para lo cual será relevante informa-
ción como su tamaño, sus recursos, el mercado relevante o 
los competidores a los que se enfrenta. 
Así será posible identificar aquellas infracciones res-
pecto de las cuales existe un riesgo más previsible de que 
puedan suceder, y desarrollar las herramientas necesarias 
que permitan disminuirlo. Por otra parte, los programas de 
cumplimiento deben estar alineados con la voluntad real y 
efectiva de la empresa y sus administradores por implemen-
tarlos y cumplirlos, por lo que no puede ser simplemente 
un manual de contenido mínimo en el que solo se exprese 
lo que se considera obligatorio o lo que es vinculante, como 
el cumplimiento de la ley. 
El programa de cumplimiento debe proponer medidas 
para evitar o mitigar las conductas y prácticas restrictivas de 
la competencia; en este sentido, los principios en los que se 
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apoyan los programas de cumplimiento deberían contener 
al menos un enfoque de:
— Prevención. La empresa elabora un conjunto de me-
didas, herramientas y protocolos adaptados a sus propias 
particularidades, con el objetivo de evitar o disminuir las 
posibilidades de que se cometan infracciones. 
— Detección. La empresa busca facilitar la identificación 
de las áreas de riesgo en las que se están produciendo o 
es posible que se produzcan infracciones y su inmediata 
puesta en conocimiento de los responsables de la empresa. 
— Rectificación. La empresa, ante la detección de una 
infracción o posible infracción, busca rectificar la situación 
para volver a la senda de la legalidad (fNe, 2012).
En materia de defensa de la competencia, los programas 
de cumplimiento tienen el objetivo de evitar que se infrin-
jan las normas de derecho de la competencia. Por tanto, 
se implementan mecanismos que permiten detectar áreas 
de riesgo en lo concerniente a esta materia y las actividades 
comerciales de las empresas, además de formar a los 
representantes legales, el personal directivo y los demás 
trabajadores en cuestiones relativas al derecho de la com-
petencia, para que conozcan las prácticas anticompetitivas 
y sepan cómo actuar en el mercado de conformidad con la 
ley (Murphy, 2013).
Las bondades de los programas de cumplimiento de-
berían acarrear beneficios para aquellas empresas que 
los implementen de forma efectiva, ya que les ayuda a 
identificar sus posibles contingencias y actuar de forma 
autónoma e inmediata. Uno de los principales beneficios 
de los programas de cumplimiento es la prevención de las 
infracciones de la normativa en materia de competencia 
como consecuencia de la ignorancia de los empleados, 
que con sus actos pueden causar un grave perjuicio económi- 
co y reputacional a la empresa. 
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Un programa efectivo de cumplimiento permite formar 
a los trabajadores y promover una cultura de compliance, 
de manera que todos ellos sabrán cómo actuar ante la de-
tección de una posible conducta anticompetitiva y cómo 
protegerse de ella. Para ello, es imprescindible que la for-
mación incluya herramientas para: 1) conocer y entender 
la normativa en materia de derecho de la competencia; 2) 
velar por el cumplimiento de dicha normativa; 3) en caso 
de detectar una infracción, comunicarla a sus superiores o 
la autoridad competente; y 4) saber cómo actuar ante una 
infracción (fNe, 2012).
Otro beneficio que genera un programa de cumplimiento 
es que contribuye a mejorar la reputación de la empresa. 
La preocupación por cumplir con las normas proyecta una 
imagen de confianza y seguridad no solo frente a clientes 
y proveedores, sino también frente a los propios emplea-
dos, pudiendo llegar incluso a atraer a talentos que ven 
positivamente trabajar en una compañía con valores éticos. 
Por esta razón, es conveniente que la empresa no publicite 
únicamente de modo interno su código de conducta o sus 
medidas de compliance, sino que debe publicarlo de tal 
modo que cualquiera pueda acceder y conocer su política 
empresarial (Bonatti, 2018).
En conclusión, los beneficios que reporta a las empresas 
el contar con un efectivo programa de cumplimiento son: 1) 
la prevención de las infracciones de la normativa de defensa 
de la competencia, por lo que, consecuentemente, se evitan 
las sanciones económicas; 2) la detección temprana de la 
comisión de infracciones, lo que permite a la empresa evitar 
o reducir los costos y el desgaste administrativo relacionado 
con la investigación; y 3) una mejora reputacional al valorar-
se de manera positiva por los proveedores y consumidores 
los esfuerzos de la empresa por cumplir con las normas.
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II. compliance: laS polítIcaS de cumplImIeNto 
como herramIeNtaS para laS BueNaS práctIcaS
Uno de los actuales desafíos es que el país entienda que solo por 
medio de mejores prácticas se logrará tener un efecto 
positivo en la economía de mercado, la libertad de empresa 
y la libre competencia. Las políticas de cumplimiento o 
compliance son transversales a una agenda de desarrollo, 
economía de mercado, Estado de derecho, seguridad jurí-
dica, imperio de la ley y, sobre todo, legalidad.
El derecho de la competencia comprende en Colombia 
el marco jurídico trazado  en el artículo 1.º de la Ley 155 
de 1959, que estableció la prohibición general de celebrar 
acuerdos o convenios que directa o indirectamente tengan 
por objeto limitar la producción, abastecimiento, distribu-
ción o consumo de materias primas, productos, mercancías 
o servicios nacionales o extranjeros y, en general, toda 
clase de prácticas, procedimientos o sistemas que tiendan 
a limitar la libre competencia y a mantener o determinar 
precios inequitativos. 
En igual sentido, el artículo 46 del Decreto Ley 2153 de 
1992 señaló que estaban prohibidas las conductas que afec-
taran la libre competencia en los mercados, lo que incluyó 
además la posición de dominio y el régimen de integracio-
nes empresariales.
A su turno, la Ley 1340 de 2009 ampara la libre partici-
pación de las empresas en el mercado, el bienestar de los 
consumidores y la eficiencia económica. Estos objetivos 
transversales al desarrollo económico, la libertad de merca-
do, la libertad de empresa, de oficio y la función social de la 
empresa imponen también la responsabilidad de conducir 
la actividad comercial e industrial bajo la premisa del buen 
y diligente hombre de negocios5, lo que también tiene relación 
5 Categoría definida en el artículo 23 de la Ley 222 de 1995 en materia de es-
tándar de conducta de los administradores.
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con las actuaciones de los administradores, que no solo 
deben actuar con la prudencia de un buen padre de familia, 
sino que su diligencia debe ser la que tendría un profesio-
nal, un comerciante sobre sus propios asuntos, de manera 
que su actividad siempre debe ser oportuna y cuidadosa, 
verificando que esté ajustada a la ley y a los estatutos, lo 
que supone un mayor esfuerzo y nivel de exigencia para 
los administradores en la conducción de la empresa. 
La Ley 1340 de 2009 cumple diez años y ha sido, junto 
con los antecedentes normativos que se han citado, una 
herramienta necesaria y eficaz para garantizar la libre com-
petencia económica; sin embargo, el balance y actualización 
de este instrumento puede ser el punto de partida en donde 
hay cuestiones formales y de equilibrio que, mediante el 
cumplimiento, las garantías para terminación anticipada 
de investigaciones y los programas de delación, seguirán 
fortaleciendo el ordenamiento jurídico, garantizando el 
equilibrio entre libre competencia económica y el derecho 
del consumidor. 
En este sentido, el cumplimiento (compliance) puede ser 
una herramienta eficiente y actual en el ámbito local del 
derecho de la competencia, la cual puede complementar 
otros aspectos que podrían actualizarse, dentro de los que 
se pueden señalar los siguientes:
— Las garantías procesales.
— La apreciación probatoria.
— Las reparaciones materiales y de otra naturaleza.
— El régimen sancionatorio.
— El equilibrio entre los elementos procesales, probato-
rios y sancionatorios.
— La prevención, el cumplimiento y la reparación efec-
tiva más allá de la sanción pecuniaria.
Es claro que la sola existencia de un marco jurídico 
sancionatorio y la creación de reguladores por sí solos no 
son suficientes para garantizar la economía de mercado. 
La libertad de empresa y el régimen de libre competencia 
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necesitan también medidas previas, medidas durante las 
investigaciones y medidas posteriores más allá de las san-
ciones, pues solo así se garantizará la disuasión, se imple-
mentará la prevención y se logrará la reparación efectiva.
En todas las jurisdicciones y en las diferentes economías 
(tanto de Estados desarrollados como en vías de desarro-
llo), a pesar de los ingentes esfuerzos investigativos de las 
autoridades se siguen presentado conductas contrarias a la 
libre competencia. Así mismo, las conductas sancionadas 
no alcanzan siquiera al uno por ciento del total de las in-
fracciones (De la Calle, 2018). 
En este sentido, la libertad de empresa y la libre compe-
tencia necesitan fortalecer mecanismos que complementen 
el marco jurídico actual. Por eso se debería propender a la 
obligatoriedad y exigibilidad de la abogacía de la competen-
cia, el fortalecimiento y garantía de los programas de dela- 
ción, actualmente en riesgo por decisiones judiciales de 
Estados miembro de la Comunidad Andina de Naciones 
(caN) y las interpretaciones comunitarias, y que se logre una 
adecuada indemnización de perjuicios, pero sobre todo, que 
se fomente la expansión de una cultura empresarial de cum-
plimiento normativo superior (compliance), por oposición al 
mero incentivo o desincentivo conductual de defraudación 
o cumplimiento del derecho de la competencia6. 
El objetivo de una autoridad de competencia no puede 
quedarse solo en perseguir ex post a los infractores y san-
cionarlos de modo ejemplar, sino que debe tener una visión 
6 La Decisión 608 del 28 de marzo de 2005 de la Comunidad Andina (caN) 
tiene como objetivo la protección y promoción de la libre competencia en el 
ámbito de la Comunidad Andina, buscando la eficiencia en los mercados y 
el bienestar de los consumidores; sin embargo, la mencionada decisión es 
anterior a muchos de los desarrollos normativos y jurisprudenciales internos 
e internacionales de los Estados comunitarios y presenta serias diferencias 
frente a los términos, prescripción, programas de delación y confidencialidad 
de la información utilizada en el marco de los procesos que las autoridades de 
competencia adelantan en el ámbito de sus jurisdicciones.
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más amplia que involucre también un enfoque preventivo. 
Por más robusta y experimentada que sea la autoridad 
de competencia, la realidad es que nunca se podrá contar 
con la capacidad suficiente para seguir, mediante los me-
canismos tradicionales, el ritmo a los agentes que a diario 
están dispuestos a obrar de manera ilegal para ampliar sus 
márgenes de ganancia o sus cuotas de mercado.
El hecho de que algunas empresas aisladas que imple-
menten programas de cumplimento caigan, a pesar de ello, 
en prácticas anticompetitivas no se puede convertir en 
un acto indicativo de la ineficacia de dichos programas en la lu-
cha contra las conductas contrarias al régimen de competencia.
Así, la construcción colectiva de políticas adecuadas de 
cumplimiento deberá obedecer a una construcción conjun-
ta entre autoridades y reguladores, academia, actores no 
gubernamentales como asociaciones y agremiaciones, los 
agentes del mercado y los juristas. Para que una política de 
cumplimiento se convierta en una política pública efectiva 
contra las vulneraciones al régimen de competencia, deberá 
ser una herramienta de doble impacto, tanto ex ante como 
un vehículo preventivo como ex post como medio para la 
graduación punitiva y la reparación efectiva más allá de 
la mera imposición de una multa.
El compliance no debe verse como una pantomima de jus-
ticia ni como un vehículo de defraudación. El cumplimiento 
debe hacer carrera para incorporarse en el “adN” corpo-
rativo del sector industrial, empresarial y comercial, y se 
deben apropiar de él los funcionarios y agencias; solo así se 
alcanzará un adecuado nivel de competitividad, libertad 
económica, seguridad jurídica y transparencia.
III. la doBle veNtaja: el carácter ex ante del 
cumplImIeNto y Su oBlIgatorIedad ex post
La debida diligencia del buen hombre de negocios trae 
implícitos deberes como el de informarse suficientemente 
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antes de tomar decisiones, para lo cual el administrador 
debe asesorarse y adelantar las indagaciones necesarias, 
el de discutir sus decisiones sobre todo en los órganos 
de administración colegiada, y, por supuesto, el deber de 
vigilancia respecto al desarrollo y cumplimiento de las 
directrices y decisiones adoptadas7.
Si bien ya existe un régimen sancionatorio de orden 
legal por las infracciones cometidas contra el régimen de 
competencia, el impacto negativo que se genera por verse 
involucrado en cualquier conducta contraria a la libre 
competencia debe ser un elemento de análisis adicional 
por el daño reputacional que esto puede ocasionar, lo que 
debería ser un factor disuasivo adicional para los agentes de 
mercado, pues la perspectiva de enfocar el modelo de ins-
pección y vigilancia solo en el aspecto del “public enforce-
ment” puede suponer limitaciones y situaciones ex post no 
previstas o no consecuentes con la sanción impuesta.
La capacidad instalada de la SIc ha crecido en talento hu-
mano, así como en gestión, investigación, análisis forense, 
práctica probatoria y facultad sancionatoria. Sin embargo, 
el tamaño de la economía sigue siendo un reto importante, el 
cual difícilmente podrá ser abarcado en su totalidad por 
esta o cualquier otra entidad con funciones de inspección 
y vigilancia. 
Este tema no es menor, pues la libre competencia no es 
solo uno de los valores más importantes de la sociedad 
moderna, sino que es el fundamento de la calidad de vida 
y está vinculada a los aspectos más trascendentales de la 
existencia humana, como lo señaló el premio nobel de eco-
nomía Gary Becker: “La libre competencia ha sido el mayor 
descubrimiento de este milenio” (Becker, 2000).
7 Superintendencia de Sociedades. Circular Externa n.º 100-006 de 2008, publi-
cada en el Diario Oficial 46.941 del 26 de marzo de 2008.
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A su turno, en el sector privado existe un legítimo interés 
en cumplir con todas las normas aplicables, más aún con 
aquellas que reglamentan la debida diligencia, el cumpli-
miento y el juego limpio en los mercados en los que par-
ticipan. Como parte del compromiso de entregar un valor 
real a los accionistas, los directivos de las empresas deben 
comprometerse con el cumplimiento de dicha normativa, 
porque estas no solo permiten dar a conocer las verdaderas 
capacidades de las empresas, sino que deben formar parte 
de una política de relacionamiento responsable con sus pro-
veedores, competidores y consumidores, en una sociedad 
que cada vez exige mayor transparencia tanto del sector 
público como del privado.
Los intereses y el balance público-privado en materia 
de competencia y cumplimiento deben ser un eje de todo 
gobierno, así como también lo debe ser el interés de las 
empresas por cumplir con unas directrices que promuevan 
mercados sanos y libres de distorsiones indebidas. En ese 
contexto, los incentivos para que las empresas desarrollen 
programas adecuados y suficientes de cumplimiento, 
alineados con las normas de libre competencia, son esen-
ciales para la buena salud y la eficiencia del mercado y la 
economía.
No puede olvidarse que las normas de libre competen-
cia se pueden vulnerar tanto objetivamente como por sus 
efectos, por lo cual muchas de las determinaciones de los 
empresarios están sujetas a interpretaciones jurídicas y a 
las diferentes variables del mercado. Ello puede suponer 
“zonas grises” o incentivos tanto positivos como negativos 
para intentar defraudar el régimen de libre competencia8. 
8 Las decisiones de la SIc en el caso de los Televisores (Res. 48092 de 2012) 
y Perfumes (Res. 81473 de 2014) reconocen la ponderación de los efectos 
anticompetitivos y procompetitivos que debe realizarse en los casos de libre 
competencia.
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El papel de la autoridad de competencia debe reforzar 
los incentivos necesarios para que los empresarios imple-
menten programas adecuados y suficientes de cumpli-
miento, dándoles valor ex ante como un atenuante en las 
investigaciones de competencia y reconociendo el esfuerzo 
de aquellos por cumplir con las normas, de manera ex post, 
en caso de imponerse una sanción. 
El sector productivo tiene el deber no solo de estructurar 
las políticas y programas de cumplimiento, sino además 
de implementarlos, actualizarlos, revisarlos y hacerlos 
exigibles (accountable) para que puedan ser validados por 
la SIc en los casos particulares en los que se puedan ver in-
volucrados en calidad de investigados o sancionados9. Los 
legisladores, reguladores y empresas deben evitar no solo 
las conductas anticompetitivas, sino que deben trascender 
hacia una agenda de cumplimiento o compliance, con la cual 
evitarían consecuencias económicas, sociales y jurídicas 
tanto o más dañinas que la comisión de delitos, pues las 
infracciones a la libre competencia generan además daños 
reputacionales, ambientales, económicos e incluso sociales.
Los motivos de las investigaciones por competencia 
suelen ser de amplio espectro, desde actividades propias de 
cartel como fijación de precios, limitar la producción, repar-
tirse clientes o mercados, hasta la influenciación, pasando por 
los contratos con cláusulas abiertamente restrictivas o anti-
competitivas, así como las barreras que pueden imponerse 
en ciertos mercados con licencias o productos atados a un 
proveedor. Así mismo, las conductas de abuso de posición 
de dominio en los mercados como rehusar suministros a 
clientes, ventas encadenadas o creación de barreras artificia-
9 En el caso de los cementos, al analizar la responsabilidad individual de los 
involucrados, la SIc señaló que “las actuaciones que eventualmente despliegue 
un investigado en el mercado que puedan evidenciar la existencia de algún 
interés en comportarse de forma competitiva, no necesariamente excluyen 
la existencia de las conductas”. (Res. 81391 de 2017).
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les a la entrada de otros competidores lesionan y defraudan 
el régimen de competencia y afectan al consumidor final.
Las consecuencias por violar las reglas de la libre 
competencia son lesivas para los consumidores y para el 
mercado. En este sentido, la autoridad de competencia 
debe actuar para imponer sanciones económicas (multas) 
y otras sanciones derivadas de la responsabilidad penal de 
las personas jurídicas (aún no de recibo en Colombia). A 
su vez, los empresarios deben considerar las afectaciones 
adicionales que una investigación y sanción pueden aca-
rrear, como son los costos directos en abogados o costos 
indirectos en horas de trabajo para responder a las investi-
gaciones y el desgaste judicial y económico que supondrá 
recurrir las decisiones de la autoridad de competencia ante 
el contencioso-administrativo.
La discusión entre la autoridad y los investigados sobre 
el efecto de las sanciones económicas tiene diversas lecturas: 
1) las sanciones elevadas son el mejor método de disuasión 
y reflexión (sin que por ello sean expropiatorias o dañen 
los mercados); 2) las sanciones económicas por sí solas no 
bastan; también hay que judicializar a los directivos y a 
las empresas (son pocas las jurisdicciones donde hay con-
secuencias penales); y 3) los programas de cumplimento 
(compliance) son un método efectivo para promover el res-
peto al régimen jurídico de la competencia y la cultura de 
cumplimiento, y para ello las autoridades deben conceder 
beneficios a quien demuestra tener un programa eficaz, lo 
que también puede allanar el efecto de las garantías en el 
marco de la investigación.
Otras herramientas para hacer efectivo el régimen jurí-
dico del derecho de la competencia y atenuar la imposición 
de la sanción es la implementación de una política de favo-
recimiento al delator (leniency policies), o incluso incentivar 
o premiar a los denunciantes (whistleblowers) que reporten 
conductas anticompetitivas. 
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Hay incluso quienes piensan que la sola sanción pe-
cuniaria carece de efectividad, pues hay empresas a las 
cuales les resultará más rentable pagar las multas frente a 
los beneficios que obtienen con las prácticas contrarias al 
régimen jurídico de la libre competencia10.
Por otro lado, existen empresas que tienen programas 
de cumplimiento, pero lo que no se debe permitir es que 
el ámbito del compliance quede reducido a políticas “de 
talla única”, como por ejemplo copiar o adaptar un códi-
go de conducta, ofrecer garantías como la manifestación 
de que se cumplirán las leyes de la competencia, o el pago de 
diplomados o charlas sobre el derecho de la competencia 
para empleados y directivos.
Por último, también se debe señalar que algunos regu-
ladores fallan al no promover sistemas de cumplimiento 
y no involucrarse en la formación y comunicación de las 
reglas de la competencia. Por otra parte, la responsabilidad 
gremial, cameral y asociativa en la lucha por la libre com-
petencia también debe ser tomada como una oportunidad 
de cumplimiento. Si socios y competidores se encuentran 
en espacios como agremiados y asociados, las cuestiones de 
respeto al régimen de competencia, la función social de la 
empresa, así como la ética y la transparencia deben ser dis-
cutidas y fomentadas, con el fin de que se entienda que las 
afectaciones al régimen de competencia minan la confianza 
del público en ellos como agentes del mercado y acarrean 
sanciones y condenas. Estas prácticas además afectan al 
10 Aunque no hay una política uniforme en materia de otorgar beneficios por 
programas de cumplimiento, a manera de ejemplo vale la pena mencionar que 
la Autoridad de Competencia del Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte (Ukoft, por sus siglas en inglés) concede “descuentos” de hasta un 
diez por ciento en las multas a quien tenga un plan de compliance. Francia tiene 
en cuenta la existencia de medidas adecuadas. La Unión Europea, en cambio, 
cree que el mejor incentivo es que se cumpla con el derecho comunitario de 
la competencia y, si no se cumple, que la Comisión Europea no lo descubra.
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consumidor final, lo que vulnera el manejo adecuado del 
mundo de los negocios y distorsiona la economía. 
coNcluSIoNeS 
Los programas de cumplimiento (compliance) en materia de 
competencia aún no son una realidad jurídica en nuestro 
país. Es deseable que la autoridad de competencia elabo-
re una guía en la que se den pautas u orientaciones a las 
entidades que quieran cumplir con la ley de manera efec-
tiva, por lo que la construcción colectiva y las posteriores 
mejoras normativas serán el camino necesario para seguir 
fortaleciendo el derecho de la competencia en Colombia. 
Los programas de cumplimiento (compliance) en materia 
de competencia permitirán la posibilidad de que la autori-
dad de competencia considere su existencia y pertinencia 
al momento de imponer una sanción. Sin embargo, y de 
cara al estatus de Estado miembro de la ocde de Colombia, 
vamos rezagados en comparación con los demás Estados 
parte de la organización. 
Varios Estados como Chile, Canadá, Reino Unido o Fran-
cia tienen, desde hace varios años, guías de cumplimiento 
(compliance) en materia de competencia y cuentan además 
con una consolidación de estos programas en el ámbito 
de investigación y sanción por infracciones al régimen de 
competencia, lo que permite incluso reducir las multas a 
aquellas personas jurídicas que hayan implementado un 
programa suficiente en esta materia. 
En los Estados Unidos recientemente el Departamento 
de Justicia ha actualizado sus recomendaciones sobre los 
programas de compliance, en los que además se habla de la 
paridad entre este instrumento y la ética, asimilando estos 
conceptos, y por tanto establece que los programas de cum-
plimiento son una efectiva medida anticartel. 
En igual sentido, para que un programa de cumplimien-
to (compliance) sea efectivo en materia de competencia, es 
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necesario que las empresas adopten una cultura de cum-
plimiento en todos los niveles jerárquicos. Esta cultura de 
cumplimiento aporta numerosos beneficios a la compañía, 
como por ejemplo evitar las sanciones económicas mediante 
las multas, la reducción de costos relacionados con el proce-
so administrativo ante la SIc y el proceso judicial posterior 
ante el contencioso-administrativo, lo que también redun-
dará en una mejor reputación empresarial. 
La implementación de medidas de cumplimiento (com-
pliance) obedece a una realidad que vemos en la era de 
la economía digital, en la cual hay transversalidad entre la 
protección de datos, los derechos del consumidor y la com-
petencia, por lo que a los agentes económicos del siglo xxI 
no les es suficiente cumplir la ley, sino que deben también 
implementar y adaptar códigos de conducta, programas y 
políticas de cumplimiento (compliance) que comporten la 
creación de una verdadera cultura empresarial sustentada 
en la ética. Las relaciones comerciales apoyadas en estos 
principios mejorarán la competitividad no solo de las 
empresas, sino del mercado en general, satisfaciendo así 
el propósito general del régimen jurídico del derecho de 
la competencia. 
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